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JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DEL 

DEPARTAMENTO ARCHIPIÉLAGO DE SAN 

ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA 

ISLAS. 

 
San Andrés, Isla, Veintiuno (21) de Junio de Dos Mil Veintitrés (2023) 

 
RADICACIÓN : 88001-4003-003-2023-00120-00 
REFERENCIA : ACCIÓN DE TUTELA 
TUTELANTE : JORGE ENRIQUE GOMEZ GONZALEZ 
TUTELADO : OFICINA DE CONTROL DE  

  CIRCULACION Y RESIDENCIA  
  OCCRE   

 
SENTENCIA No. 00060-2023 

 

1. OBJETO  

 

Procede el Despacho a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JORGE 

ENRIQUE GOMEZ GONZALEZ actuando nombre propio en contra de la OFICINA 

DE CONTROL DE CIRCULACION Y RESIDENCIA OCCRE. 

 

2. ANTECEDENTES 

 

El accionante manifiesta que, el día 12 de mayo del año en curso radicó en la oficina 

de correspondencia de la OFICINA DE CONTROL DE CIRCULACION Y 

RESIDENCIA OCCRE, derecho de petición y hasta la fecha, superando el termino 

concedido para su pronunciamiento, la accionada no ha dado respuesta a lo 

pretendido.  

3. PRETENSIONES 

 

Con fundamento en los anteriores hechos, el accionante JORGE ENRIQUE GOMEZ 

GONZALEZ, actuando nombre propio solicita: 

 

Que se le ordene a la OFICINA DE CONTROL DE CIRCULACION Y RESIDENCIA 

OCCRE, responder al derecho de petición presentado por el accionante el día 12 

de mayo del año en curso. 

 

4. ACTUACIÓN JUDICIAL  

 

Mediante Auto Nº 00391-2023 de fecha 07 de junio de 2023, se admitió la presente 

acción de tutela, donde se ordenó enviar comunicaciones a la OFICINA DE 

CONTROL DE CIRCULACION Y RESIDENCIA OCCRE, con el fin de que 

contestaran la presente solicitud y rindiera los informes del caso dentro del término 

de dos (2) días. 

 

El anterior auto fue notificado mediante correo electrónico el día 08 de junio del año 

en curso, los soportes de la notificación reposan dentro del expediente electrónico 

archivo No.06. 
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5. CONTESTACIÓN A LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Vencido el termino de traslado, se evidencia que el accionado no atendió al 

requerimiento de este Estrado Judicial, por lo que se procederá a proferir fallo en el 

presente asunto. 

 

6. CONSIDERACIONES 

6.1. COMPETENCIA 

 

De conformidad con el numeral 1° del Art. 1° del Decreto 1983 del 2017, éste 

Despacho es competente para conocer la presente solicitud de tutela. 

 

La norma citada, respecto del reparto de la acción de tutela, dispone lo siguiente: 

 

“(...) Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier 

autoridad, organismo o entidad pública del orden departamental, 

distrital, municipal y contra particulares, serán repartidas para su 

conocimiento en primera instancia, a los jueces municipales”. Lo 

anterior por ser la tutelada una entidad del orden Departamental 

encargado del control poblacional”. 

 

Frente a la competencia, según el criterio del lugar donde se haya producido el 

hecho o sus efectos, los mismos tuvieron ocurrencia en la Isla de San Andrés. 

 

Así las cosas, son los Juzgados Municipales del Distrito Judicial de San Andrés, 

los competentes para conocer la presente solicitud de tutela, según el 

correspondiente reparto. 

 

6.2. PROCEDENCIA 

 

El Artículo 86 de la Constitución Política de 1991, desarrollado en los Decretos 

2591 y 306, ambos del mismo año, ha institucionalizado la acción de tutela como 

una garantía y un mecanismo constitucional de protección directa, inmediata y 

efectiva de los derechos fundamentales de las personas cuando resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública 

y de los particulares, en los casos que establezca la ley. 

 

Dicha acción muestra por su finalidad un carácter extraordinario, en la medida 

en que su utilización parte del respeto y garantía a la consagración constitucional 

y legal de las jurisdicciones ordinarias y especiales, así como de las respectivas 

acciones, procedimientos, instancias y recursos que ante las mismas se surten, 

lo que supone un uso en forma supletiva con carácter subsidiario; de manera 

que, la procedencia de la tutela se restringe a la inexistencia de otros medios de 

defensa judicial o a la ineficacia de los mismos, como también a su utilización 

transitoria ante la presencia de un perjuicio irremediable que permita 

contrarrestar dicho efecto en forma temporal, con una operancia inmediata, 
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urgente, rápida y eficaz, mediante el trámite de un procedimiento preferente y 

sumario, hasta tanto la autoridad correspondiente defina el fondo del asunto. 

 

En el presente asunto, se trata del ejercicio de la Acción de Tutela incoada contra 

una entidad que prestan el servicio público de control poblacional por tanto es 

procedente, al tenor de los Artículos 5º y 42 Numeral 2º del Decreto 2591 de 

1991. 

 

6.3. PROBLEMA JURIDICO 

 

A partir de los supuestos fácticos planteados anteriormente, el problema jurídico 

que debe resolver el Despacho consiste en establecer ¿si la OFICINA DE 

CONTROL DE CIRCULACION Y RESIDENCIA- OCCRE, amenazó y/o vulneró 

o no el derecho fundamental de petición del señor JORGE ENRIQUE GOMEZ 

GONZALEZ, al no haber contestado la petición elevada desde el 12 de mayo del 

año en curso? 

 

6.4. ANÁLISIS NORMATIVO Y/O JURISPRUDENCIAL DE LOS 

DERECHOS PRESUNTAMENTE VULNERADOS O AMENAZADOS 

6.4.1. DERECHO DE PETICION  

 

De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política de 1991, toda 

persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas ante las autoridades 

por motivos de interés general o particular y a obtener una pronta resolución. 

Asimismo, esa norma estableció que el legislador podría reglamentar su ejercicio 

ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales. 

 

La Ley 1755 del 30 de junio de 2015, es la nueva normatividad que regula el 

derecho de petición, estableciendo las siguientes reglas, y sustituyendo las 

disposiciones legales anteriores, previstas en la Ley 1437 de 2011: 

 

“ARTÍCULO 13.    OBJETO     Y     MODALIDADES     DEL     DERECHO     DE 

PETICIÓN ANTE AUTORIDADES. Toda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este 

código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución 

completa y de fondo sobre la misma. Toda actuación que inicie cualquier 

persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición 

consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario 

invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la 

resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir 

información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular 

consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos”.  

 

Sobre lo anterior, La Corte Constitucional, en sentencia T- 369/13 del 27 de junio 

de 2013, M.P. Alberto Rojas Ríos, ha establecido los presupuestos mínimos que 



      

 

 

Código: FCAJ-SAI-02 Versión: 01 Fecha: 07/09/2018 
 

4 
 

 

SIGCMA 

Expediente:88001-4003-003-2023-00120-00 
Accionante: JORGE ENRIQUE GOMEZ 
GONZALEZ 
Accionado: OCCRE 
Acción: Tutela 

determinan el ámbito de protección constitucional y ha definido sus rasgos 

distintivos en los siguientes términos: 

 

“(i) Se trata de un derecho fundamental, el cual a su vez es determinante para la 

efectividad de otros derechos fundamentales tales como los derechos a la 

información, a la participación política y a la libertad de expresión; Este derecho 

se ejerce mediante la presentación de solicitudes respetuosas ante las 

autoridades públicas y a los particulares; El núcleo esencial del derecho de 

petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión planteada por 

el peticionario; La respuesta debe cumplir con estos requisitos: a) debe 

resolverse de fondo, de manera clara, precisa, oportuna y acorde con lo 

solicitado; y b) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple 

con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición”. 

 

La respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo 

más corto posible; por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, 

antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de 

dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los 

motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este 

efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que 

deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. 

 

(…) Se concluye entonces, que el derecho de petición consagra de un lado la 

facultad de presentar solicitudes respetuosas a las entidades públicas y 

privadas. Y de otro lado, el derecho a obtener respuesta oportuna, clara, 

completa y de fondo al asunto solicitado. La jurisprudencia constitucional 

también ha resaltado que la respuesta de la autoridad debe incluir un análisis 

profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, 

así, se requiere “una contestación plena que asegure que el derecho de petición 

se ha respetado y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin 

importar que la misma sea favorable o no a sus intereses”.  

 

6.5. CASO CONCRETO 

 

Encuentra el Despacho que, de acuerdo con lo manifestado por el señor JORGE 

ENRIQUE GOMEZ GONZALEZ, actualmente cursa ante la Oficina de Control 

de Circulación y Residencia- Occre- una solicitud para obtener información sobre 

la situación de residencia de una tercera persona, sin que, a la fecha de 

presentación de la presente acción de tutela, la accionada haya contestado su 

petición, razón por la cual considera vulnerado su derecho fundamental de 

petición. 

 

En cuanto al derecho fundamental de petición, es claro que las autoridades y los 

particulares están obligados a resolver de fondo las peticiones interpuestas, es 

decir que deben brindar una respuesta que aborde de manera clara y detallada 
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cada una de las inquietudes y/o solicitudes puestas en su conocimiento, lo 

anterior no implica nada diferente a resolver materialmente la petición. 

 

No obstante, lo anterior, el Despacho advierte que, en la presente acción no se 

aportó ningún documento que acredite que el accionante señor JORGE 

ENRIQUE GOMEZ GONZALEZ se encuentre facultado para acceder a la 

información personal de la tercera persona, por lo que considera necesario 

evaluar lo concerniente a la viabilidad de las peticiones esta misma naturaleza. 

 

En principio, ha de tenerse en cuenta lo establecido en el numeral tercero del 

artículo 5 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, que trata de los derechos de las personas ante las autoridades y 

reza: 

 

“En sus relaciones con las autoridades toda persona tiene derecho a: 

 

(…) 3. Salvo reserva legal, obtener información que repose en los registros y 

archivos públicos en los términos previstos por la Constitución y las leyes” (…) 

 

Adicional a ello, el artículo 25 del mismo Código, expresa que:  

 

 ARTÍCULO 25. RECHAZO DE LAS PETICIONES DE INFORMACIÓN POR 

MOTIVO DE RESERVA. <Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1755 de 

2015. El nuevo texto es el siguiente:> Toda decisión que rechace la petición de 

informaciones o documentos será motivada, indicará en forma precisa las 

disposiciones legales que impiden la entrega de información o documentos 

pertinentes y deberá notificarse al peticionario. Contra la decisión que rechace 

la petición de informaciones o documentos por motivos de reserva legal, no 

procede recurso alguno, salvo lo previsto en el artículo siguiente. 

 

La restricción por reserva legal no se extenderá a otras piezas del respectivo 

expediente o actuación que no estén cubiertas por ella. 

 

Lo anterior, tiene plena validez a la luz del numeral 3° del artículo 24 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado 

por la Ley 1755 de 2015, el cual reza lo siguiente: 

 

“Artículo 24: Solo tendrán carácter reservado las informaciones y documentos 

expresamente sometidos a reserva por la Constitución Política o la ley, y en 

especial: 

 

1. Los relacionados con la defensa o seguridad nacionales. 

2. Las instrucciones en materia diplomática o sobre negociaciones reservadas. 

3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, 

incluidas en las hojas de vida, la historia laboral y los expedientes pensionales y 

demás registros de personal que obren en los archivos de las instituciones 

públicas o privadas, así como la historia clínica. 
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(…) Subrayado fuera de texto. 

 

Por otra parte, el acceso a la información encuentra su limitación, entre otros, en 

los derechos a la intimidad y al habeas data. Para resolver las tensiones que se 

presentan entre estas garantías fundamentales, la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional y las Leyes Estatutarias 1266 de 2008, y 1581 de 2012 han 

caracterizado distintos tipos de información. 

 

Una primera tipología distingue entre la información personal y la impersonal. De 

conformidad con el literal c del artículo 3º de la Ley 1581 de 2012, el dato 

personal es “cualquier información vinculada o que pueda asociarse a una o 

varias personas naturales determinadas o determinables; 

 

Además, una segunda tipología, dirigida a clasificar la información desde un 

punto de vista cualitativo, en función de su publicidad y la posibilidad legal de 

acceder a la misma, clasifica la información en (i) pública o de dominio público, 

(ii) semiprivada, (iii) privada, y (iv) reservada o secreta. 

 

La información pública es aquella que, según los mandatos de la ley o de la 

Constitución, puede ser obtenida y ofrecida sin reserva alguna y sin importar si 

se trata de información general, privada o personal. Se trata por ejemplo de los 

documentos públicos, las providencias judiciales debidamente ejecutoriadas, los 

datos sobre el estado civil de las personas o sobre la conformación de la familia. 

Este tipo de información se puede solicitar por cualquier persona de manera 

directa y no existe el deber de satisfacer algún requisito para obtenerla. 

 

La información semiprivada, refiere a los datos que versan sobre información 

personal o impersonal que no está comprendida en la regla general anterior, 

porque para su acceso y conocimiento presenta un grado mínimo de limitación, 

de tal forma que sólo puede ser obtenida y ofrecida por orden de autoridad 

administrativa en el cumplimiento de sus funciones o en el marco de los 

principios de la administración de datos personales. Es el caso de los datos 

relativos a las relaciones con las entidades de la seguridad social y al 

comportamiento financiero de las personas. 

 

La información privada, es aquella que por versar sobre información personal y 

por encontrarse en un ámbito privado, sólo puede ser obtenida y ofrecida por 

orden de autoridad judicial en el cumplimiento de sus funciones. Es el caso de 

los libros de los comerciantes, los documentos privados, las historias clínicas, y 

la información extraída a partir de la inspección del domicilio. 

 

La información reservada, versa sobre información personal y guarda estrecha 

relación con los derechos fundamentales del titular a la dignidad, a la intimidad 

y a la libertad, motivo por el cual se encuentra reservada a su órbita exclusiva y 

“(…) no puede siquiera ser obtenida ni ofrecida por autoridad judicial en el 

cumplimiento de sus funciones. Cabría mencionar aquí la información genética, 
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y los llamados "datos sensibles" o relacionados con la ideología, la inclinación 

sexual, los hábitos de la persona, etc.” 

 

La anterior tipología permite delimitar la información que se puede publicar en 

desarrollo del derecho fundamental a la información y aquella que, por mandato 

constitucional, no puede ser revelada, porque de hacerlo se transgredirían los 

derechos a la intimidad y al habeas data. 

 

En la sentencia T-161 de 2011, la Corte estableció que respecto de documentos 

públicos que contengan información personal privada y semiprivada, el derecho 

al acceso a documentos se ejerce de manera indirecta, por conducto de las 

autoridades administrativas o judiciales y dentro de los procedimientos 

respectivos, y sólo los documentos públicos que contengan información personal 

pública pueden ser objeto de libre acceso. 

 

Así las cosas, en concordancia con el numeral 3 del artículo 24 de la ley 1755 

de 2015, el artículo 78 de la ley 2136 de 2021 y la jurisprudencia constitucional, 

considera este despacho que no están llamadas a prosperar las pretensiones 

del accionante, toda vez que la información que solicitó es información personal 

y privada de una tercera persona, de la cual ni siquiera indica cuál es su interés, 

así como tampoco se vislumbra la vulneración a otro derecho fundamental. 

 

Corolario de lo anterior, el despacho negará las pretensiones de la presente 

acción constitucional, teniendo en cuenta que no se evidencia vulneración a 

derecho fundamental alguno 

 

En mérito de lo anterior, EL JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SAN 

ANDRÉS ISLA, administrando justicia en nombre de la república y por autoridad 

de la Constitución y la ley 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la presente acción, por lo expuesto en 

la parte motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente sentencia en la forma ordenada en el 

artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: La presente decisión es susceptible de impugnación. 

 

CUARTO: En caso de no ser impugnado, remítase la presente tutela a la H. 

Corte Constitucional según lo ordenado en el inciso 2º del artículo 31 del Decreto 

2591 de 1991.       

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

INGRID SOFÍA OLMOS MUNROE 
JUEZA 

CARG 
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